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1. En relación con la Constitución Española de 1978, la doctrina ha definido: 

A) El Título Preliminar y el Título I como “parte dogmática” de la Constitución, frente al resto de 

la misma, que se califica como “parte orgánica”. 

B) El Título Preliminar y el capítulo segundo del Título I como “parte dogmática” de la 

Constitución, frente al resto de la misma, que se califica como “parte orgánica”. 

C) El Título VII como “modelo económico capitalista y liberal”. 

D) El Título V como “modelo económico capitalista y liberal”. 

 

2. De conformidad con el artículo 166 de la Constitución Española de 1978, la iniciativa de 

reforma constitucional se ejercerá: 

A) Por el Gobierno, el Congreso, el Senado y el Defensor del Pueblo. 

B) Por el Gobierno, el Congreso, el Senado y las Asambleas de las Comunidades Autónomas.  

C) Por el Gobierno, el Congreso, el Senado, las Asambleas de las Comunidades Autónomas, 

y el Defensor del Pueblo.  

D) Por el Gobierno, el Congreso, el Senado, las Asambleas de las Comunidades y el Ministerio 

Fiscal. 

 

3. En relación con el procedimiento de reforma constitucional ordinario o general: 

A) Tendrá lugar cuando se trate de una reforma parcial que no afecte al Preámbulo, a la Sección 

1ª del Capítulo II del Título I, o al Título II de la Constitución.   

B) Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de dos 

tercios de cada una de las Cámaras. 

C) Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su 

ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, la 

mayoría de los miembros de cualquiera de las Cámaras. 

D) Ninguna de las anteriores es correcta. 

 

4. Según la Constitución Española de 1978, son valores superiores del ordenamiento 

jurídico:   

A) La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo 

de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás. 

B) El principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos 

individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción. 

C) A y B son correctas.  

D) A y B son incorrectas. 

 

5. Los derechos fundamentales protegibles por la vía del amparo, de acuerdo con el artículo 

53.2 de la Constitución Española son: 

A) Únicamente los contenidos en los artículos 10 a 29 y en el artículo 30.2.° (objeción de 

conciencia). 

B) Todos los contenidos en el artículo 14, en la Sección II del Capítulo I del Título I, y en el 

artículo 30.2.° (objeción de conciencia). 

C) Exclusivamente los contenidos en los artículos 14 a 29 y en el artículo 30.2.° (objeción de 

conciencia). 

D) Los contenidos en los artículos 10, 14 a 29 y en el artículo 30.2.° (objeción de conciencia). 
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6. De conformidad con el artículo 54 de la Constitución Española de 1978: 

A) Una ley regulará la institución del Defensor del Pueblo. 

B) Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de 

las Cortes Generales. 

C) Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, para la defensa de los 

derechos fundamentales y las libertades públicas. 

D) El Defensor del Pueblo podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a 

los Tribunales de Justicia. 

 

7. De conformidad con el artículo 55.1 de la Constitución Española de 1978, podrán ser 

suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los 

términos previstos en la misma: 

A) El derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.  

B) El plazo máximo de cuarenta y ocho horas, en el que el detenido deberá ser puesto en 

libertad o a disposición de la autoridad judicial.  

C) La inviolabilidad del domicilio. 

D) Todas son correctas.  

 

8. De conformidad con el artículo 53 de la Constitución Española de 1978: 

A) Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del Título I vinculan a todos 

los ciudadanos. 

B) Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el 

artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios. 

C) El recurso de amparo será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 

17. 

D) El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo 

segundo del Título I informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de 

los poderes públicos.  

 

9. Según el artículo 62 de la Constitución Española de 1978, corresponde al Rey: 

A) Convocar a referéndum en los casos previstos en las Leyes. 

B) Nombrar y separar a los miembros del Congreso, a propuesta de su Presidente.  

C) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar amnistías generales. 

D) Todas las anteriores son incorrectas. 

 

10. A tenor del artículo 67 de la Constitución Española de 1978: 

A) Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. 

B) Las reuniones de Diputados que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a 

las Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios. 

C) Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una 

Asamblea de Comunidad Autónoma con la de Senador. 

D) Todas las anteriores son correctas. 
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11. De acuerdo con el artículo 136 de la Constitución Española de 1978, el Tribunal de 

Cuentas:  

A) Es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Gobierno, 

así como del sector público. 

B) Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delegación 

de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Gobierno. 

C) Las cuentas del Gobierno y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y 

serán censuradas por éste. 

D) Todas las anteriores son incorrectas. 

 

12. La Constitución Española de 1978 regula el Consejo de Estado en el artículo:  

A) 113. 

B) 127.  

C) 107.  

D) 133. 

 

13. De acuerdo con el artículo 117 de la Constitución Española de 1978:  

A) La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados 

integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos 

únicamente al imperio de la ley. 

B) El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los 

Tribunales.  

C) La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en 

los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución. 

D) Todas las anteriores son correctas. 

 

14. En relación con los miembros del Tribunal Constitucional:  

A) Se compone de nueve miembros nombrados por el Rey.  

B) Serán designados por un período de nueve años y se renovarán por terceras partes cada 

tres.  

C) Deberán ser nombrados entre magistrados y fiscales, profesores de universidad, 

funcionarios públicos y abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más 

de veinte años de ejercicio profesional.  

D) Todas las anteriores son correctas. 

 

15. El Tribunal Constitucional entenderá de los conflictos que se susciten sobre las 

competencias o atribuciones asignadas directamente por la Constitución, los Estatutos 

de Autonomía o las leyes orgánicas u ordinarias dictadas para delimitar los ámbitos 

propios del Estado y las Comunidades Autónomas y que opongan:  

A) Al Estado con una o más Comunidades Autónomas. 

B) A dos o más Comunidades Autónomas entre sí. 

C) Al Gobierno con el Congreso de los Diputados, el Senado o el Consejo General del Poder 

Judicial; o a cualquiera de estos órganos constitucionales entre sí. 

D) Todas las anteriores son correctas. 
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16. Según el artículo 21 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 

Local, un municipio de régimen común va a convocar un proceso de selección de 

personal, ¿qué órgano es competente para aprobar las bases de la convocatoria? 

A) El Pleno, no pudiendo delegarla. 

B) El Pleno, pudiendo delegarla. 

C) El Alcalde, no pudiendo delegarla. 

D) El Alcalde, pudiendo delegarla. 

 

17. Según el artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 

Local, el transporte urbano colectivo de viajeros es un servicio obligatorio que debe 

prestarse por los Municipios con población superior a: 

A) 5.000 habitantes. 

B) 20.000 habitantes. 

C) 50.000 habitantes. 

D) 10.000 habitantes. 

 

18. Según el artículo 140.1.e) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público, las diferentes Administraciones Públicas actúan y se relacionan con otras 

Administraciones y entidades u organismos vinculados o dependientes de éstas de 

acuerdo con el principio de coordinación: 

A) Cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera obligatoria y en el ejercicio de sus 
competencias, asumen obligaciones específicas en aras de una acción común. 

B) Cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y en el ejercicio de sus 
competencias, asumen compromisos específicos en aras de una acción común. 

C) Cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y en el ejercicio de sus 
competencias, asumen obligaciones específicas en aras de una acción común.  

D) Cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera obligatoria y en el ejercicio de sus 
competencias, asumen compromisos específicos en aras de una acción común.  

 

19. Según el artículo 16.1 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de 

Autonomía de la Comunidad de Madrid: 

A) La Asamblea elige, de entre sus miembros, al Presidente de la Comunidad de Madrid y 
controla la acción del Gobierno.  

B) La Asamblea elige, de entre sus miembros o candidatos no miembros, al Presidente de la 
Comunidad de Madrid y controla la acción del Gobierno.  

C) La Asamblea elige, de entre sus miembros o candidatos no miembros, al Presidente de la 
Comunidad de Madrid y controla la acción del Gobierno y de su Presidente.  

D) La Asamblea elige, de entre sus miembros, al Presidente de la Comunidad de Madrid y 
controla la acción del Gobierno y de su Presidente.  

 

20. En el caso de un conflicto de competencia y jurisdicción entre tribunales con sede en la 

Comunidad de Madrid y los del resto de España, ¿quién es competente para resolver? 

A) El Tribunal Superior de Justicia de Madrid. 

B) El Tribunal Supremo. 

C) El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde esté domiciliado el 

demandado. 

D) El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde esté domiciliado el 

demandante. 
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21. Según el artículo 47 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía 

de la Comunidad de Madrid, Los Directores Generales tendrán las siguientes 

atribuciones: 

A) Dirigir y gestionar los servicios y resolver los asuntos de la Consejería que sean de su 

incumbencia. 

B) Vigilar y fiscalizar las dependencias a su cargo, ejercer la jefatura inmediata del personal 

adscrito a la Dirección y proponer su destino dentro de la misma. 

C) Elevar anualmente al Consejero un informe crítico sobre la marcha, rendimiento y costes de 

los servicios a su cargo, proponiendo las modificaciones que estime necesarias. 

D) Todas las anteriores son correctas. 

 

22. Según el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 

de mujeres y hombres, se considera discriminación indirecta por razón de sexo:  

A) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en 
atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable.  

B) La situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a 
personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas del otro, salvo que 
dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una 
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y 
adecuados. 

C) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o 
el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo. 

D) La diferencia de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido 
a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a 
cabo, dicha característica constituya un requisito profesional esencial y no determinante. 

 

23. Según el artículo 149.3 de la Constitución Española, en relación con la distribución de 

competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, señale la respuesta 

INCORRECTA: 

A) El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades 

Autónomas. 

B) La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 

corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las 

Comunidades Autónomas, aun cuando esta competencia esté atribuida en exclusiva a éstas. 

C) Las materias no atribuidas expresamente al Estado por la Constitución podrán corresponder 

a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. 

D) Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el 

Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la 

comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. 

 

24. Según el artículo 147.1 de la Constitución Española, los Estatutos de Autonomía: 

A) Son la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá 

y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico.  

B) Se aprueban mediante referéndum del cuerpo electoral de cada una de las provincias que 

conforman la Comunidad Autónoma. 

C) Son la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y, por tanto, son parte 

integrante de su ordenamiento jurídico, pero no del ordenamiento jurídico estatal. 

D) Entran a formar parte del ordenamiento jurídico autonómico como ley ordinaria.  
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25. Son funciones legislativas del Parlamento Europeo: 

A) Aprobar la legislación de la Unión Europea, junto con el Consejo de la Unión Europea, a 

partir de las propuestas de la Comisión Europea. 

B) Control democrático de todas las instituciones de la Unión Europea, en codecisión junto con 

el Consejo de la Unión Europea. 

C) Aprobar la legislación de la Unión Europea, junto con la Comisión Europea, a partir de las 

propuestas del Consejo de la Unión Europea. 

D) Ratificación de los Acuerdos Internacionales. 

 

26. El artículo 27 de la Directiva 2004/38/CE del Parlamento europeo y del Consejo, de 29 de 

abril de 2004, prevé: 

A) La libertad de circulación de trabajadores de un ciudadano de la Unión, podrá limitarse por 

razones de interés público.   

B) No podrán alegarse razones de orden público, seguridad pública o salud pública con fines 

económicos para limitar por los Estados miembros la libertad de circulación y residencia de 

un ciudadano de la Unión. 

C) La libertad de circulación de trabajadores y la libertad de establecimiento de empresas podrá 

limitarse por razones de orden público.   

D) Los Estados miembros podrán limitar la libertad de circulación y residencia de un ciudadano 

de la Unión o un miembro de su familia, en atención a su nacionalidad, por razones de orden 

público. 

 

27. El Tribunal de Justicia de la CECA (Comunidad Europea del Carbón y del Acero), 

predecesor del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, fue creado por: 

A) El Tratado de Roma de 25 de marzo de 1957. 

B) El Tratado de París de 18 de abril de 1951. 

C) El Tratado de Maastricht de 7 de febrero de 1992. 

D) Ninguna de las anteriores es correcta. 

 

28. La inderogabilidad singular de los reglamentos prevista en el artículo 37.1 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, supone que: 

A) Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición 

reglamentaria, así como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el 

artículo 47 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

B) Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en 

una disposición de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o 

superior jerarquía al que dictó la disposición general. 

C) Las disposiciones de carácter general no podrán vulnerar lo establecido en las resoluciones 

administrativas de carácter particular, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o 

superior jerarquía al que dictó la resolución administrativa de carácter particular. 

D) La A) y la B) son correctas. 
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29. Son órganos directivos en la organización territorial de la Administración General del 

Estado los siguientes: 

A) Subdelegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y Delegados de Gobierno en 

las provincias, que tendrán rango de Subsecretario y nivel de Subdirector general, 

respectivamente. 

B) Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, como los Subdelegados del 

Gobierno en las provincias, que tendrán rango de Subsecretario y nivel de Subdirector 

general, respectivamente.  

C) Ministros y Secretarios de Estado, que resultan nombrados conforme a lo establecido en la 

Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno y en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, 

reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. 

D) Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, como los Subdelegados del 

Gobierno en las provincias, que tendrán rango de Subdirector general y nivel de 

Subsecretario, respectivamente. 

 

30. Forman parte del sector público institucional estatal las siguientes entidades:  

A) Las universidades públicas transferidas. 

B) Las sociedades mercantiles municipales. 

C) Los consorcios. 

D) Los fondos con personalidad jurídica. 

 

31. Conforme al artículo 17.5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público, los acuerdos de los órganos colegiados se adoptarán: 

A) Por unanimidad. 

B) Por mayoría de votos de los asistentes. 

C) Por mayoría absoluta del total de miembros. 

D) Por voto ponderado. 

 

32. De acuerdo con el artículo 1 del Código Civil, la costumbre: 

A) Solo regirá en defecto de ley o principios generales del derecho aplicables, siempre que no 

sea contraria a la moral o al orden público, y que resulte probada.  

B) Regirá en defecto de principios generales del derecho aplicables, siempre que no sea 

contraria a la moral o al orden público, y que resulte probada. 

C) Solo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden 

público, y que resulte probada.  

D) Ninguna de las anteriores, la costumbre únicamente tiene carácter informador del 

ordenamiento jurídico. 

 

33. El desarrollo legislativo del derecho a la tutela judicial efectiva habrá de llevarse a cabo: 

A) Mediante ley orgánica, porque así lo establece el artículo en el que se encuentra regulado 

dicho derecho.  

B) Mediante ley ordinaria, porque es un derecho fundamental y así lo establece el artículo 81.1 

de la Constitución Española. 

C) Mediante ley ordinaria, porque no es un derecho fundamental, sino que se encuentra 

previsto en el Título VI del Poder Judicial de la Constitución Española.  

D) Mediante ley orgánica, porque es un derecho fundamental y así lo establece el artículo 81.1 

de la Constitución Española.  
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34. Contra las disposiciones administrativas de carácter general: 

A) Podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, 

que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los 

artículos 47 y 48 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas. 

B) Podrá interponerse por los interesados recurso de alzada, que cabrá fundar en cualquiera 

de los motivos de nulidad previstos en el artículo 47 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

C) Podrá interponerse por los interesados recursos potestativo de reposición, que cabrá fundar 

en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de 

la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

D) No cabrá recurso en vía administrativa. 

 

35. En virtud del artículo 6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, los órganos administrativos podrán dirigir las actividades de sus órganos 

jerárquicamente dependientes mediante instrucción y órdenes de servicio: 

A) Que deberán ser siempre publicados en el Boletín Oficial del Estado o boletín oficial 

correspondiente. 

B) Cuyo incumplimiento afecta a la validez de los actos dictados por los órganos 

administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir. 

C) Que no serán, en ningún caso, objeto de publicación, pero deberán ser archivados en el 

Registro de Instrucciones y Órdenes de Servicio de la Administración que corresponda. 

D) Cuyo incumplimiento no afecta por sí solo a la validez de los actos dictados por los órganos 

administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir. 

 

36. De acuerdo con el artículo 5.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público, la creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: 

A) Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su 

dependencia jerárquica; informe preceptivo de la Dirección General de Presupuestos; 

delimitación de sus funciones y competencias; y dotación de los créditos necesarios para su 

puesta en marcha y funcionamiento. 

B) Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su 

dependencia jerárquica; delimitación de sus funciones y competencias; y dotación de los 

créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 

C) Únicamente será necesario la determinación de su forma de integración en la Administración 

Pública de que se trate y su dependencia jerárquica; y dotación de los créditos necesarios 

para su puesta en marcha y funcionamiento. 

D) Únicamente es necesario el informe preceptivo de la Dirección General de Presupuestos y 

la dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 

 

37. Según el artículo 16 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, en los órganos colegiados, velar por la legalidad formal y material de sus 

actuaciones, certificar las actuaciones del mismo y garantizar que los procedimientos y 

reglas de constitución y adopción de acuerdos son respetadas, es una función que 

corresponde al: 

A) Presidente. 

B) Secretario. 

C) Vocal de mayor edad. 

D) Vocal de menor edad. 
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38. En relación con el principio de desconcentración, éste: 

A) Opera en el seno de una misma Administración Pública. 

B) Opera entre distintas Administraciones Públicas y supone que se trasladan medios 

materiales para el ejercicio de competencias de una Administración a otra.  

C) Se menciona en el artículo 103 de la Constitución Española como un principio distinto al de 

la descentralización, pero son sinónimos. 

D) A este principio responde el título VIII de la Constitución, y supone la cesión de competencias 

de la Administración General del Estado a las Comunidades Autónomas. 

 

39. En virtud del artículo 9.2.b) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público: 

A) Cuando así lo acuerde el órgano competente, podrán ser objeto de delegación las 

competencias relativas a la adopción de disposiciones de carácter general. 

B) Cuando así lo acuerde el superior jerárquico del órgano competente, podrán ser objeto de 

delegación las competencias relativas a la adopción de disposiciones de carácter general. 

C) En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a la adopción 

de disposiciones de carácter general. 

D) En todos los casos podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a la adopción 

de disposiciones de carácter general. 

 

40. En virtud del artículo 151.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público, las decisiones que adopte la Conferencia Sectorial podrán revestir forma 

de: 

A) Acuerdo o recomendación. 

B) Pacto o recomendación. 

C) Acuerdo o decisión. 

D) Pacto o decisión. 

 

41. La tramitación simplificada del procedimiento administrativo común se encuentra 

regulada: 

A) En el artículo 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas. 

B) En el artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas. 

C) En el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas. 

D) En el artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas. 

 

42. La ampliación de plazo de resolución y notificación que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas regula en su 

artículo 32: 

A) No podrá ser superior al establecido para la tramitación del procedimiento. 
B) No podrá ser superior a la mitad de los plazos establecidos si las circunstancias lo aconsejan 

y con ello no se perjudican derechos de tercero. 
C) Se aplicará a los procedimientos en materia tributaria. 
D) La Administración, en todo caso, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados. 
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43. Según el artículo 39.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones, cuando una Administración Pública 

tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que necesariamente tenga 

por base otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es 

ilegal: 

A) Deberá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto. 
B) Podrá interponer directamente recurso contencioso-administrativo. 
C) En cualquier caso quedará suspendido el procedimiento para dictar resolución. 
D) Podrá interponer directamente recurso potestativo de reposición. 

 

44. Según el artículo 40.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las notificaciones deberán ser 

cursadas: 

A) Dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado. 
B) Dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado o conforme 

al plazo previsto en el procedimiento de que se trate. 
C) Dentro del plazo de diez días desde que el acto haya sido dictado salvo que en el 

procedimiento de que se trate esté previsto un plazo igual o superior.  
D) Dentro del plazo de diez días desde que el acto haya sido dictado salvo que en el 

procedimiento de que se trate esté previsto un plazo igual o inferior. 
 

45. Según el artículo 21.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, si la norma específica aplicable 

a un procedimiento concreto no establece el plazo máximo en que debe notificarse a los 

interesados la resolución ¿Cuál sería dicho plazo? 

A) Seis meses. 
B) Un año. 
C) Un mes. 
D) Tres meses. 

 

46. El artículo 3.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común requiere que la Ley declare expresamente la capacidad de obrar cuando se trate 

de: 

A) Grupos de afectados. 
B) Menores de edad.  
C) Menores de edad incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte    al ejercicio 

y defensa de los derechos o intereses de que se trate.   
D) Personas jurídicas. 

 

47. Según el artículo 107.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas La declaración de lesividad de 

un acto administrativo no podrá adoptarse: 

A) Una vez transcurrido seis meses desde que se dictó el acto administrativo. 
B) Una vez transcurrido tres meses desde que se dictó el acto administrativo. 
C) Una vez transcurrido cuatro años desde que se dictó el acto administrativo. 
D) Una vez transcurrido dos meses desde que se dictó el acto administrativo. 
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48. En relación con la subcontratación con terceros de una actividad subvencionada según 

el artículo 29.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones: 

A) El beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 10 por ciento del 
importe de la actividad subvencionada. 

B) El beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 20 por ciento del 
importe de la actividad subvencionada. 

C) El beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 30 por ciento del 
importe de la actividad subvencionada. 

D) El beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que no exceda del 50 por ciento del 
importe de la actividad subvencionada. 

 

49. De conformidad con el artículo 42 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento 

de reintegro será: 

A) De 3 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

B) De 6 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

C) De 9 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

D) De 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

 

50. Según el artículo 63.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del Sector 

Público, en relación al perfil del contratante señalar de los siguientes cual NO sería un 

supuesto de publicación en dicho perfil: 

A) Cuando se tratara de contratos menores la información a publicar será, al menos, su objeto, 
duración, el importe de adjudicación, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, y la 
identidad del adjudicatario. 

B) Los procedimientos anulados, la composición de las mesas de contratación que asistan a 
los órganos de contratación, así como la designación de los miembros del comité de 
expertos o de los organismos técnicos especializados para la aplicación de criterios de 
adjudicación que dependan de un juicio de valor en los procedimientos en los que sean 
necesarios. 

C) La formalización de los encargos a medios propios cuyo importe fuera superior a 30.000 
euros, IVA excluido. 

D) La información relativa a los encargos de importe superior a 5.000 euros deberá publicarse 
al menos trimestralmente. 

 

51. Según el artículo 99.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del Sector 

Público, cuando el órgano de contratación proceda a la división en lotes del objeto del 

contrato, este podrá introducir limitaciones debiendo indicarlo expresamente: 

A) En el perfil del contratante, en el pliego de cláusulas administrativas particulares y en el 

pliego de cláusulas técnicas particulares. 

B) En el perfil del contratante, en el anuncio de licitación y en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares. 

C) En el perfil del contratante, en el anuncio de licitación, en el pliego de cláusulas 

administrativas particulares y en el pliego de cláusulas técnicas particulares. 

D) En el anuncio de licitación y en el pliego de cláusulas administrativas particulares. 
  



TSUP - 12 

 

52. Señalar de los siguientes actos, cúal no es susceptible del recurso especial en materia 

de contratación: 

A) Los actos de la mesa o del órgano de contratación por los que se acuerde la admisión o 

inadmisión de candidatos o licitadores, o la admisión o exclusión de ofertas. 

B) La formalización de encargos a medios propios en los casos en que estos no cumplan los 

requisitos legales. 

C) Los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las 

condiciones que deban regir la contratación. 

D) Las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en el artículo 203 de la 

presente Ley, por entender que la modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación. 

 

53. De acuerdo con el artículo 15.1 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, la contrapartida del contrato de concesión de servicios puede consistir: 

A) Exclusivamente en una subvención pública. 

B) En el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho 

acompañado del de percibir un precio. 

C) Exclusivamente en un precio abonado por la Administración. 

D) Exclusivamente en tarifas abonadas por los usuarios. 

 

54. Conforme al artículo 85.2, de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 

Régimen Local, la forma en la que los servicios públicos de competencia local habrán de 

gestionarse será: 

A) La más antigua históricamente usada. 

B) La más sostenible y eficiente de entre las formas previstas. 

C) Únicamente la que resulte más económica. 

D) La propuesta por el contratista. 

 

55. La declaración del procedimiento de urgencia del artículo 52 de la Ley de 16 de diciembre 

de 1954 sobre expropiación forzosa, debe acordarse por:  

A) El órgano gestor del expediente. 

B) Acuerdo del Consejo de Ministros.  

C) El Jurado de Expropiación. 

D) El beneficiario. 

 

56. Conforme al artículo 4 de la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de 

Madrid: 

A) Son de dominio público exclusivamente los bienes y derechos reales afectos al uso general 

o servicio público. 

B) Son de dominio público los bienes y derechos reales afectos al uso general o servicio público 

y aquéllos a los que una Ley otorgue expresamente ese carácter. 

C) Tendrán la consideración de bienes de dominio público los bienes inmuebles de la 

Comunidad de Madrid en los que se alojen sus órganos o instituciones. 

D) B y C son correctas. 
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57. Según el artículo 25.1.b de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en los procedimientos en que 

la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, 

susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, la falta de resolución 

expresa, producirá: 

A) Silencio positivo. 

B) Silencio negativo. 

C) Caducidad del procedimiento. 

D) Nulidad automática. 

 

58. Según el artículo 33.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias 

Administraciones públicas se derive responsabilidad en los términos previstos en la 

presente Ley, las Administraciones intervinientes responderán frente al particular:  

A) En todo caso de forma solidaria. 

B) De forma mancomunada en proporción a su participación. 

C) En todo caso de forma subsidiaria. 

D) De forma exclusiva la Administración con mayor participación. 

 

59. Conforme al artículo 19 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-

administrativo: 

A) Únicamente las personas físicas mayores de edad o personas jurídicas que ostenten la 

titularidad de un derecho o interés legítimo. 

B) Las personas físicas o jurídicas que ostenten la titularidad de un derecho o interés legítimo. 

C) Únicamente las Administraciones Públicas. 

D) Sólo quienes actúen asistidos de abogado. 

 

60. Conforme al artículo 45.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, el recurso contencioso - administrativo se iniciará mediante: 

A) Demanda directamente. 

B) Escrito de interposición del recurso, salvo cuando esta Ley disponga otra cosa. 

C) Solicitud previa a la Administración. 

D) Comparecencia ante el órgano judicial. 

 

61. Conforme al artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, el plazo general para interponer el recurso 

contencioso-administrativo si fuera contra un acto expreso será de: 

A) Diez días. 

B) Un mes. 

C) Dos meses. 

D) Tres meses. 
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62. De acuerdo con el artículo 105.2 de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, si la ejecución de la sentencia fuera imposible, el órgano 

jurisdiccional: 

A) Archivará el procedimiento. 

B) Declarará extinguida la obligación. 

C) Adoptará las medidas necesarias que aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria, fijando 

en su caso la indemnización que proceda por la parte en que no pueda ser objeto de 

cumplimiento pleno. 

D) Dejará la ejecución a voluntad de la Administración. 

 

63. Según el artículo 1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, la Ley tiene por objeto: 

A) Regular exclusivamente el derecho de acceso a la información pública. 

B) Ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública y regular el derecho de acceso y 

las obligaciones de buen gobierno. 

C) Regular la publicidad institucional. 

D) Garantizar la transparencia administrativa. 

 

64. Según el artículo 41 de la Ley 40/2015, se entiende por actuación administrativa 

automatizada, señale la respuesta correcta: 

A) Se entiende por actuación administrativa automatizada, cualquier acto o actuación realizada 
íntegramente a través de medios electrónicos por una Administración Pública en el marco 
de un procedimiento administrativo y en la que no haya intervenido de forma directa un 
empleado público. 

B) En caso de actuación administrativa automatizada deberá establecerse previamente el 
órgano u órganos competentes, según los casos, para la definición de las especificaciones, 
programación, mantenimiento, supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del 
sistema de información y de su código fuente. Asimismo, se indicará el órgano que debe ser 
considerado responsable a efectos de impugnación. 

C) A y B son correctas. 
D) Ninguna de las anteriores es correcta. 

 

65. Según el artículo 4 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento de actuación y funcionamiento del Sector público por medios electrónicos, 

las Administraciones Públicas prestarán la asistencia necesaria para facilitar el acceso 

de las personas interesadas a los servicios electrónicos proporcionados en su ámbito 

competencial a través de alguno o algunos de los siguientes canales: 

A) Presencial, a través de las oficinas de asistencia que se determinen. 

B) Portales de internet y sedes electrónicas y redes sociales. 

C) Cualquier otro canal que pueda establecerse de acuerdo con lo previsto en   el artículo 12 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

D) Todas las anteriores son correctas. 
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66. En relación con el archivo electrónico de documentos, el artículo 46 de la Ley 40/2015, de 

1 de octubre, de régimen jurídico del sector público, determina lo siguiente:  

A) Podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, aunque no 
lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por España los 
documentos electrónicos que contengan actos administrativos que afecten a derechos o 
intereses de los particulares deberán conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea en 
el mismo formato a partir del que se originó el documento o en otro cualquiera que asegure 
la identidad e integridad de la información necesaria para reproducirlo. Se asegurará en todo 
caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el 
acceso desde diferentes aplicaciones. 

B) Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos 
electrónicos que correspondan a procedimientos en tramitación y finalizados, en los términos 
establecidos en la normativa reguladora aplicable. 

C) Los documentos originales presentados de manera presencial ante las Administraciones 
Públicas, se registrarán para su incorporarán al expediente sin ser digitalizados por la oficina 
de asistencia en materia de registros. 

D) Los documentos electrónicos que contengan actos administrativos que afecten a derechos 
o intereses de los particulares deberán conservarse en soportes de esta naturaleza, ya sea 
en el mismo formato a partir del que se originó el documento o en otro cualquiera que 
asegure la identidad e integridad de la información necesaria para reproducirlo. Se 
asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que 
garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. 

 

67. La resolución de suspensión del teletrabajo será dictada por: 

A) Por el órgano competente en materia de personal, previo informe del titular del centro 
directivo en el que se encuentre destinado, cuando la iniciativa proceda de la propia 
Comunidad de Madrid.  

B) Por la Dirección General de Función Pública, previo informe de del titular del centro directivo 
y audiencia al empleado público interesado, cuando la iniciativa proceda de la propia 
Comunidad de Madrid.  

C) Por el órgano competente en materia de personal, previa audiencia al empleado público 
interesado, cuando la iniciativa proceda de la propia Comunidad de Madrid.  

D) Por la Dirección General de Función Pública, previo informe del responsable de la unidad 
administrativa, cuando la iniciativa proceda de la propia Comunidad de Madrid. 

 

68. De acuerdo con la normativa en materia de protección de datos, indique la respuesta 

correcta: 

A) Los responsables y encargados determinarán las medidas técnicas y organizativas 
apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar y acreditar que el tratamiento de datos es 
conforme a lo dispuesto en el Reglamento 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos. 

B) Los representantes de los responsables acordarán las medidas técnicas y organizativas 
apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar el tratamiento de datos conforme a lo 
dispuesto en el Reglamento 2016/679. 

C) El titular del ejecutivo de la administración competente en la materia, determinará las 
medidas técnicas y organizativas apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar el 
tratamiento de datos conforme a lo dispuesto en el Reglamento 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos  
vienen reflejadas en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales. 

D) En el ámbito de la Comunidad de Madrid las competencias propias de un encargado del 
tratamiento se atribuyen al Consejo de Gobierno mediante la adopción de una norma 
reguladora de dichas competencias, que deberá incorporar el contenido exigido por el 
artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679. 

  

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2016-80807
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69. Según el artículo 34 del Decreto 85/2002, de 23 de mayo, por el que se regulan los 

sistemas de evaluación de la calidad de los servicios públicos y se aprueban los Criterios 

de Calidad de la Actuación y Administrativa en la Comunidad de Madrid, las funciones de 

la Oficina de Atención al Ciudadano son: 

A) Garantizar la homogeneidad e integridad del contenido de la información.  
B) Orientar y asesorar al ciudadano en relación a las demandas que formule, salvo la 

expedición de copias selladas de los documentos originales que aporten los interesados y 
deban obrar en el procedimiento. 

C) Podrán ser utilizados para la difusión de información o envío masivo de comunicaciones en 
desarrollo de una actividad privada de carácter comercial.  

D) Fijar, en su calidad de administradora del Sistema de Información al Ciudadano de la 
Comunidad de Madrid, las normas que regirán la incorporación y actualización de la 
información en cuanto a sistemas a utilizar, plazos y contenidos, así como coordinar, 
homogeneizar y validar toda la información que contenga el Sistema.  

 

70. En la Comunidad de Madrid, la legislación estatal en materia de personal: 

A) No es de aplicación en la Comunidad de Madrid, ya que se regula por la Ley 1/1986, de 10 
de abril, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid y demás normas de aplicación 
que la desarrollan. 

B) Será supletoria en las materias no reguladas en la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función 
Pública de la Comunidad de Madrid y demás disposiciones de la Comunidad de Madrid 
sobre su personal. 

C) Determinará los niveles en los que los puestos de trabajo se deben clasificar. 
D) Determinará el complemento específico correspondiente a los puestos de trabajo de cada 

nivel. 
 

71. Según el artículo 4 del Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, éste será 

de aplicación directa (señalar la respuesta INCORRECTA): 

A) Al personal funcionario de las Cortes Generales y de las asambleas legislativas de las 
comunidades autónomas. 

B) Al personal funcionario y en lo que proceda al personal laboral al servicio de la 
Administración General del Estado. 

C) Al personal funcionario y en lo que proceda al personal laboral al servicio de las 
Universidades Públicas. 

D) Al personal funcionario de las Administraciones de las entidades locales.  
 

72. Según el artículo 37 del Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, serán 

objeto de negociación, en su ámbito respectivo y en relación con las competencias de 

cada Administración Pública y con el alcance que legalmente proceda en cada caso: 

A) Las normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de evaluación del 
desempeño.  

B) Los criterios generales para la determinación de prestaciones sociales y pensiones de clases 
pasivas. 

C) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.  
D) Todas las anteriores son correctas. 

 

73. El Consejo Regional de la Función Pública de la Comunidad de Madrid: 

A) Se crea por los artículos 11 y 15.4 del Estatuto de Autonomía de la comunidad de Madrid. 
B) Se crea por aplicación supletoria de la Ley 30/1984. 
C) Ha sido derogado por la Ley 9/2010, de 23 de diciembre, de Medidas fiscales, 

administrativas y de racionalización del sector público. 

D) Ha sido derogado por la Ley 7/2007, de 21 de diciembre, de Medidas Fiscales y 
Administrativas.  
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74. El registro de personal de la Comunidad de Madrid: 

A) Se coordina con los Registros de Personal de las demás Administraciones Públicas, y en 
especial con los Registros de las entidades locales de la Comunidad de Madrid. 

B) Se coordina con los Registros de Personal de las demás Administraciones Públicas, y en 
especial con el Registro Central de la Administración del Estado. 

C) Tiene inscrito a todo el personal al servicio de la Administración regional y demás 
Instituciones de la Comunidad de Madrid, salvo los organismos autónomos y órganos 
especiales de gestión, así como las empresas públicas a que se refiere el artículo 3 de la 
Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid. 

D) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

75. Las infracciones y sanciones en materia de igualdad de trato y no discriminación por 

razón de orientación e identidad sexual y expresión de género de la Comunidad de 

Madrid: 

A) Serán las recogidas en la Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la 

LGTBIfobia y la Discriminación por Razón de Orientación Sexual en la Comunidad de 

Madrid. 

B) Serán las recogidas en la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de 

las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI. 

C) Se regulan en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 

y hombres.  

D) Se regula en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 

contra la Violencia de Género. 

 
76. De conformidad con el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se 

aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación 

y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, régimen local y 

mecenazgo, actualmente, en la Administración General del Estado, ¿qué porcentaje debe 

reservarse para ser cubierto entre personas con discapacidad en la oferta de empleo 

público?  

A) Un porcentaje no inferior al siete por ciento que se realizará de manera que, al menos, el 

tres por ciento de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten 

discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas lo sea para personas que acrediten 

cualquier otro tipo de discapacidad. 

B) Un porcentaje no inferior al ocho por ciento que se realizará de manera que, al menos, el 

dos por ciento de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten 

discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas lo sea para personas que acrediten 

cualquier otro tipo de discapacidad. 

C) Un porcentaje no inferior al diez por ciento que se realizará de manera que, al menos, el dos 

por ciento de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten 

discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas lo sea para personas que acrediten 

cualquier otro tipo de discapacidad. 

D) Un porcentaje no inferior al diez por ciento que se realizará de manera que, al menos, el tres 

por ciento de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten 

discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas lo sea para personas que acrediten 

cualquier otro tipo de discapacidad. 
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77. Según el artículo 4.2 de la Orden PJC/804/2025, de 23 de julio, por la que se establecen 

criterios generales para la adaptación de medios y tiempos y la realización de otros 

ajustes razonables en los procesos selectivos para el acceso al empleo público de 

personas con discapacidad, respecto de las personas beneficiarias de las medidas de 

adaptación de medios y tiempos y de otros ajustes razonables en los procesos selectivos: 

A) Solo pueden beneficiarse de estas medidas las personas que tengan reconocido un grado 

de discapacidad igual o superior al 33 por ciento. 

B) Podrían beneficiarse tanto las personas que tengan reconocido un grado de discapacidad 

igual o superior al 33 por ciento como cualquier otro aspirante que lo solicite al inscribirse en 

la convocatoria. 

C) Podrían beneficiarse tanto las personas que tengan reconocido un grado de discapacidad 

igual o superior al 33 por ciento como personas que, aun sin contar con un reconocimiento 

oficial del grado de discapacidad, acrediten formalmente su situación personal de necesidad 

de apoyo mediante alguno de los medios admitidos en Derecho. En este último caso solo 

podrían beneficiarse de las adaptaciones de medios, pero no de tiempos ni de ajustes 

razonables. 

D) Podrían beneficiarse tanto las personas que tengan reconocido un grado de discapacidad 

igual o superior al 33 por ciento como personas que, aun sin contar con un reconocimiento 

oficial del grado de discapacidad, acrediten formalmente su situación personal de necesidad 

de apoyo mediante alguno de los medios admitidos en Derecho. En este último caso solo 

podrían beneficiarse de las adaptaciones de medios y otros ajustes razonables, pero no de 

tiempos. 

 

78. De conformidad con el artículo 114.12 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, 

por el que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, 

régimen local y mecenazgo ¿cuál es el plazo para la toma de posesión del personal 

funcionario de carrera? 

A) 20 días hábiles desde la publicación del nombramiento y un mes cuando suponga cambio 

de localidad de residencia. 

B) 15 días hábiles desde la publicación del nombramiento, y un mes cuando suponga cambio 

de localidad de residencia. 

C) 20 días naturales desde la publicación del nombramiento, y un mes cuando suponga cambio 

de localidad de residencia. 

D) 15 días naturales desde la publicación del nombramiento, y un mes cuando suponga cambio 

de localidad de residencia. 

 

79. De conformidad con las recientes sentencias del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 

2025 (STS 4371/2025) y de 20 de octubre de 2025 (STS 4715/2025), ¿qué naturaleza jurídica 

tienen las Ofertas de Empleo Público? 

A) Disposiciones generales. 

B) Actos administrativos generales. 

C) Actos administrativos particulares. 

D) Dependerá del contenido de la Oferta en cuestión. 
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80. Tal y como dispone la Orden TDF/380/2024, de 26 de abril, sobre planificación estratégica 

de los recursos humanos de la Administración del Estado, en relación con los planes 

específicos de recursos humanos: 

A) Debe elaborarse un plan específico por cada área funcional del departamento ministerial. 

B) Debe elaborarse un plan específico por cada Secretaría de Estado del departamento 

ministerial. 

C) Debe elaborarse un plan específico por cada Dirección General del departamento 

ministerial. 

D) Debe elaborarse un plan específico único para el departamento ministerial. 

 

81. Tal y como dispone la Orden TDF/380/2024, de 26 de abril, sobre planificación estratégica 

de los recursos humanos de la Administración del Estado, la periodicidad de elaboración 

del plan general y de los planes específicos será: 

A) Bianual para ambos. 

B) Anual para los planes específicos y trianual para el plan general. 

C) Anual para ambos. 

D) Anual para el plan general y trianual para los planes específicos. 

 

82. En la Administración General del Estado, en la actualidad, ¿quién tiene atribuida la 

competencia para la modificación de las relaciones de puestos de trabajo? 

A) La Comisión Ejecutiva de la Comisión Interministerial de Retribuciones. 

B) La Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos y la Dirección General de Costes de 

Personal.  

C) La Secretaría de Estado de cada departamento ministerial titular de la correspondiente 

relación de puestos de trabajo. 

D) La Secretaría de Estado de Función Pública y la Dirección General de la Función Pública. 

 

83. De acuerdo con el artículo 43 de la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la 

Comunidad de Madrid, ¿a través de qué instrumentos se articula la carrera administrativa 

del personal funcionario? 

A) A través del grado personal y de la posibilidad de acceder a otros puestos de trabajo, así 

como por la posibilidad de promocionarse internamente a otros Cuerpos de Grupo superior 

o del mismo Grupo, pero con intervalos de niveles diferentes. 

B) A través de la oferta de empleo público, del grado personal y de la posibilidad de acceder a 

otros puestos de trabajo, así como por la posibilidad de promocionarse internamente a otros 

Cuerpos de Grupo superior o del mismo Grupo, pero con intervalos de niveles diferentes. 

C) A través de la posibilidad de acceder a otros puestos de trabajo, así como por la posibilidad 

de promocionarse internamente a otros Cuerpos de Grupo superior o del mismo Grupo, pero 

con intervalos de niveles diferentes. 

D) A través de la posibilidad de acceder a otros puestos de trabajo de otras Administraciones 

Públicas, así como por la posibilidad de promocionarse internamente a otros Cuerpos de 

Grupo superior o del mismo Grupo, pero con intervalos de niveles diferentes. 

 

84. De acuerdo con el artículo 59 de la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la 

Comunidad de Madrid, ¿cuál es el plazo de duración mínimo y máximo de la excedencia 

voluntaria por agrupación familiar? 

A) Tendrá una duración mínima de cinco años y máxima de diez años. 

B) Tendrá una duración mínima de un año y máxima de diez años. 

C) Tendrá una duración mínima de tres años y máxima de doce años. 

D) Tendrá una duración mínima de dos años y máxima de quince años. 
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85. De acuerdo con el artículo 97 del Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público:  

A) Las infracciones muy graves prescribirán a los seis años, las graves a los dos años y las 

leves a los dos meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los seis 

años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves a los 

dos meses. 

B) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 

años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año. 

C) Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y las 

leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 

cinco años, las impuestas por faltas graves a los tres años y las impuestas por faltas leves 

al año. 

D) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 

cuatro años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves 

al año. 

 

86. Según el artículo 22 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 

Laborales, ¿cuándo puede ser obligatoria la vigilancia de la salud en función de los 

riesgos inherentes al trabajo? 

A) Cuando lo solicite el trabajador. 

B) Cuando lo determine el empresario. 

C) Cuando sea imprescindible para evaluar efectos del trabajo sobre la salud. 

D) Cuando lo exija el convenio colectivo. 

 

87. Según el artículo 141 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, respecto a la 

cotización a la Seguridad Social, señale la afirmación correcta: 

A) Es siempre voluntaria. 
B) Nace con la afiliación. 
C) Nace con el inicio de la actividad laboral. 
D) Solo corresponde al trabajador. 

 
88. Según el artículo 81 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria las medidas 

cautelares en materia tributaria: 

A) Solo pueden adoptarse tras sentencia judicial. 
B) Buscan asegurar el cobro de la deuda. 
C) Son sanciones. 
D) Todas las anteriores son correctas. 

 
89. De conformidad con la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 

Añadido, el devengo del impuesto en las entregas de bienes se produce: 

A) Con el cobro del precio. 
B) Con la firma del contrato. 
C) Cuando se ponen a disposición del adquirente. 
D) Al final del ejercicio. 
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90. En relación con los tributos cedidos a la Comunidad de Madrid, suponga que la 

Comunidad desea modificar el tipo autonómico del IRPF para aumentar la deducción por 

inversión en vivienda habitual, manteniendo el resto de los elementos del tributo estatal. 

Según la normativa vigente, indique cuál es la opción correcta: 

A) Es legal, porque los tributos cedidos permiten cambios en todos los elementos del impuesto. 
B) Es legal, siempre que las modificaciones se limiten a elementos como deducciones y tipos 

en el tramo autonómico, sin alterar el hecho imponible ni la base general. 
C) No es posible, porque la Comunidad de Madrid no puede modificar ningún elemento del 

IRPF. 
D) Solo es posible si el Estado aprueba la modificación por Real Decreto. 

 
91. Según el artículo 65.4 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) Los escenarios presupuestarios plurianuales establecerán las previsiones y límites, referidos 
a los tres ejercicios siguientes, que orientarán la acción del Gobierno que tenga incidencia 
presupuestaria, en aras del cumplimiento de los objetivos de estabilidad. 

B) Los escenarios presupuestarios plurianuales establecerán las previsiones y límites, referidos 
a los cuatro ejercicios siguientes, que orientarán la acción del Gobierno que tenga incidencia 
presupuestaria, en aras del cumplimiento de los objetivos de estabilidad. 

C) Los escenarios presupuestarios plurianuales establecerán las previsiones y límites, referidos 
a los cinco ejercicios siguientes, que orientarán la acción del Gobierno que tenga incidencia 
presupuestaria, en aras del cumplimiento de los objetivos de estabilidad. 

D) Los escenarios presupuestarios plurianuales establecerán las previsiones y límites, referidos 
al ejercicio siguiente, que orientarán la acción del Gobierno que tenga incidencia 
presupuestaria, en aras del cumplimiento de los objetivos de estabilidad. 

 

92. Según el artículo 55.2 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) En los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid no se consignará el importe de 

los beneficios fiscales que afecten a los tributos de la Comunidad de Madrid.  

B) En los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se consignará de forma 

ordenada el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos de la Comunidad de 

Madrid.  

C) En los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid no se consignará de forma 

sistemática el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos de la Comunidad 

de Madrid.  

D) En los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se consignará de forma 

ordenada y sistemática el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos de la 

Comunidad de Madrid.  
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93. Según el artículo 58 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) La estructura de los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se determinará por 
la Consejería competente en materia de hacienda, teniendo en cuenta la organización del 
sector público autonómico, la naturaleza económica de los ingresos y de los gastos y las 
finalidades y objetivos que con estos últimos se propongan conseguir. 

B) La estructura de los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se determinará por 

la Consejería competente en materia de presidencia, teniendo en cuenta la organización del 

sector público autonómico, la naturaleza económica de los ingresos y de los gastos y las 

finalidades y objetivos que con estos últimos se propongan conseguir. 

C) La estructura de los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se determinará por 

la Presidencia, teniendo en cuenta la organización del sector público autonómico, la 

naturaleza económica de los ingresos y de los gastos y las finalidades y objetivos que con 

estos últimos se propongan conseguir. 

D) La estructura de los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se determinará por 

el Consejo de Gobierno, teniendo en cuenta la organización del sector público autonómico, 

la naturaleza económica de los ingresos y de los gastos y las finalidades y objetivos que con 

estos últimos se propongan conseguir. 

 

94. Según el artículo 91 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a 

créditos presupuestarios darán lugar a una reposición manual del crédito en la respectiva 

aplicación presupuestaria, de la forma que reglamentariamente se determine.  

B) Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a 

créditos presupuestarios darán lugar a una reposición automática del crédito en la respectiva 

aplicación presupuestaria, de la forma que en esta ley se determine.  

C) Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a 

créditos presupuestarios darán lugar a una reposición automática del crédito en la respectiva 

aplicación presupuestaria, de la forma que reglamentariamente se determine. 

D) Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a 

créditos presupuestarios no darán lugar a una reposición automática del crédito en la 

respectiva aplicación presupuestaria. 

 

95. Según el artículo 71 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) El anteproyecto de ley de presupuestos generales de la Comunidad de Madrid y la 

documentación anexa se remitirá a la Asamblea de Madrid antes del 1 de noviembre de 

cada año, para su examen, enmienda y aprobación.  

B) El anteproyecto de ley de presupuestos generales de la Comunidad de Madrid y la 

documentación anexa se remitirá a la Asamblea de Madrid antes del 1 de noviembre de 

cada año, para su examen y aprobación.  

C) El proyecto de ley de presupuestos generales de la Comunidad de Madrid y la 

documentación anexa se remitirá a la Asamblea de Madrid antes del 1 de noviembre de 

cada año, para su examen, enmienda y aprobación.  

D) El proyecto de ley de presupuestos generales de la Comunidad de Madrid y la 

documentación anexa se remitirá a la Asamblea de Madrid antes del 30 de noviembre de 

cada año, para su examen, enmienda y aprobación.  
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96. Según el artículo 53.1 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
en los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se incluirá una dotación 
diferenciada de créditos presupuestarios que se destinará, cuando proceda, a atender 
necesidades de carácter no discrecional y no previstas en el presupuesto inicialmente 
aprobado que puedan presentarse a lo largo del ejercicio. 

B) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
en los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se incluirá una dotación 
diferenciada de créditos presupuestarios que se destinará, cuando proceda, a atender 
necesidades de carácter discrecional y no previstas en el presupuesto inicialmente aprobado 
que puedan presentarse a lo largo del ejercicio. 

C) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
en los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid no se incluirá una dotación 
diferenciada de créditos presupuestarios. 

D) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
en los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid se incluirá una dotación no 
diferenciada de créditos presupuestarios que se destinará, cuando proceda, a atender 
necesidades de carácter discrecional. 

 

97. Según el artículo 100 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) La expedición de órdenes de pago con cargo al presupuesto de la Administración de la 

Comunidad de Madrid, de sus organismos autónomos y de los entes de Derecho público de 

régimen especial habrá de acomodarse al plan general que sobre disposición de fondos de 

la Tesorería Central se establezca por el titular de la Consejería competente en materia de 

hacienda. Este plan podrá ser revisado a lo largo del ejercicio en función de las 

disponibilidades efectivas o previstas de la Tesorería Central. 

B) La expedición de órdenes de pago con cargo al presupuesto de la Administración de la 

Comunidad de Madrid, de sus organismos autónomos y de los entes de Derecho público de 

régimen especial habrá de acomodarse al plan general que sobre disposición de fondos de 

la Tesorería Central se establezca por el titular de la Consejería competente en materia de 

hacienda. Este plan no podrá ser revisado a lo largo del ejercicio en función de las 

disponibilidades efectivas o previstas de la Tesorería Central. 

C) La expedición de órdenes de pago con cargo al presupuesto de la Administración de la 

Comunidad de Madrid, de sus organismos autónomos y de los entes de Derecho público de 

régimen especial habrá de acomodarse al plan general que sobre disposición de fondos de 

la Tesorería Central se establezca por el titular de la Consejería competente en materia de 

hacienda. Este plan deberá ser revisado a lo largo del ejercicio en función de las 

disponibilidades efectivas o previstas de la Tesorería Central. 

D) La expedición de órdenes de pago con cargo al presupuesto de la Administración de la 

Comunidad de Madrid, de sus organismos autónomos y de los entes de Derecho público de 

régimen especial habrá de acomodarse al plan general que sobre disposición de fondos de 

la Tesorería Central se establezca por el Consejo de Gobierno. Este plan podrá ser revisado 

a lo largo del ejercicio en función de las disponibilidades efectivas o previstas de la Tesorería 

Central. 
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98. Según el artículo 92.1 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) La gestión económica de los créditos se desarrollará por una norma con rango de ley y se 
concretará sucesivamente en las siguientes fases que comprenden el proceso del gasto: 
autorización, disposición, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.  

B) La gestión financiera de los créditos se desarrollará por una norma con rango de ley y se 

concretará sucesivamente en las siguientes fases que comprenden el proceso del gasto: 

autorización, disposición, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.  

C) La gestión económica y financiera de los créditos se desarrollará por una norma con rango 

de ley y se concretará sucesivamente en las siguientes fases que comprenden el proceso 

del gasto: autorización, disposición, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.  

D) La gestión económica y financiera de los créditos se desarrollará reglamentariamente y se 

concretará sucesivamente en las siguientes fases que comprenden el proceso del gasto: 

autorización, disposición, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.  

 

99. Según el artículo 115.1 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) El control interno a desarrollar por la Intervención General de la Comunidad de Madrid 

comprende las modalidades de función interventora y control financiero.  

B) El control interno a desarrollar por la Intervención General de la Comunidad de Madrid 

comprende las modalidades de función interventora, control financiero y control del personal 

funcionario y laboral.  

C) El control interno a desarrollar por la Intervención General de la Comunidad de Madrid 

comprende las modalidades de función interventora, control financiero y control contable. 

D) El control interno a desarrollar por la Intervención General de la Comunidad de Madrid 

comprende las modalidades de función interventora y control contable. 

 

100. La Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, por la que se aprueba el Plan General de 

Contabilidad Pública presenta la siguiente estructura y se divide en las siguientes partes: 

A) Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública; segunda parte: Normas de 

reconocimiento y valoración; tercera parte: Cuentas anuales; cuarta parte: Cuadro de 

cuentas; quinta parte: Amortizaciones.  

B) Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública; segunda parte: Normas de 

reconocimiento y valoración; tercera parte: Cuentas anuales; cuarta parte: Amortizaciones; 

quinta parte: Definiciones y relaciones contables.  

C) Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública; segunda parte: Normas de 

reconocimiento y valoración; tercera parte: Cuentas anuales; cuarta parte: Cuadro de 

cuentas; quinta parte: Definiciones y relaciones contables.  

D) Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública; segunda parte: Normas de 

reconocimiento y valoración; tercera parte: Cuentas anuales; cuarta parte: Cuadro de 

cuentas; quinta parte: Balance y cuentas de resultados.  
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PREGUNTAS DE RESERVA: 

 

101. El Decreto 127/2022, de 7 de diciembre, del Consejo de Gobierno, por el que se regulan 

aspectos relativos a los servicios electrónicos y a la comisión de redacción, coordinación 

y seguimiento del portal de internet de la Comunidad de Madrid, señale la contestación 

correcta:  

A) Se estructura en veintinueve artículos, una disposición adicional, una disposición derogatoria 
y tres disposiciones finales. 

B) Se estructura en diecinueve artículos, una disposición adicional, una disposición derogatoria 
y tres disposiciones finales. 

C) Se estructura en diecinueve artículos, una disposición adicional, una disposición derogatoria 
y dos disposiciones finales. 

D) Se estructura en veintinueve artículos, una disposición adicional, una disposición derogatoria 
y dos disposiciones finales. 

 

102. Según el artículo 166 de la Ley 5/2025, de 23 de diciembre, de Hacienda de la Comunidad 

de Madrid: 

A) Las operaciones financieras pasivas por plazo superior a un año, tendrán por objeto cubrir 
necesidades transitorias de tesorería. 

B) Las operaciones financieras pasivas por plazo superior a dos años, tendrán por objeto cubrir 
necesidades transitorias de tesorería, en aquellos casos en que se haya dado la situación 
de prórroga de los Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid. 

C) Las operaciones financieras pasivas por plazo inferior a un año, tendrán por objeto cubrir 
necesidades transitorias de tesorería. 

D) Las operaciones financieras pasivas por plazo inferior a un año, tendrán por objeto cubrir 
necesidades transitorias de tesorería, a propuesta del titular de la Consejería competente en 
materia de Hacienda.  

 

103. El actual presupuesto a largo plazo de la Unión Europea (Marco Financiero Plurianual) 

abarca un período de: 

A) Siete años a partir del ejercicio que comienza el 1 de enero de 2021. 
B) Siete años a partir del ejercicio que comienza el 1 de enero de 2020. 
C) Cuatro años a partir del ejercicio que comienza el 1 de enero de 2021. 
D) Cinco años a partir del ejercicio que comienza el 1 de enero de 2022. 

 

104. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea está compuesto por: 

A) Un juez por cada Estado miembro, de entre los que se eligen a un presidente y un 

vicepresidente, por período de cuatro años renovable. 

B) Dos jueces por cada Estado miembro, asistidos de abogados generales. Los jueces eligen 

de entre ellos a un presidente y un vicepresidente, por período de tres años. 

C) Un juez por cada Estado miembro, asistidos de abogados generales. Los jueces eligen de 

entre ellos a un presidente y un vicepresidente, por un período de tres años renovables. 

D) Dos jueces por cada Estado miembro, asistidos de abogados generales. Los jueces eligen 

de entre ellos a un presidente y un vicepresidente, por un período de tres años renovables. 
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105. Conforme al artículo 1º, apartado 6, del Código Civil: 

A) Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio 

de su carácter informador del ordenamiento jurídico. 

B) Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos 

de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido. 

C) La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo 

reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los 

principios generales del derecho. 

D) Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior. 

 


